El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la providencia de segunda instancia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

                             Claudia Fernanda Taba Gómez vs Marino Velásquez Cárdenas. Radicación 66001-31-05-002-2008-00099-01


Providencia:                            Auto - 2ª instancia - 22 de noviembre de 2017 

Proceso:
Ordinario Laboral – Confirma decisión del a quo que declaró probada la excepción de prescripción

Radicación Nro. :

66001-31-05-002-2008-00099-01

Demandante:


Claudia Fernanda Taba Gómez


Demandado:                           
Mario Velásquez Cardona     

Juzgado de origen:

Juzgado Segundo Laboral del Circuito 
Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Tema:
PRESCRIPCIÓN. Los artículos 489 del CST y 151 del CPT Y SS, regulan la interrupción del fenómeno prescriptivo si el reclamo del trabajador es extrajudicial, porque, cuando se buscan iguales efectos con la presentación de la demanda, se hace necesario, en aplicación del artículo 145 ibídem, acudir a la regulación normativa contenida en el Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento en que se admitió la demanda, esto es el artículo 90, que consagra la interrupción de la prescripción con la presentación de la acción judicial, siempre y cuando el auto que la admite sea notificado dentro del año siguiente a la fecha en que esa misma providencia fue comunicada al actor. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de noviembre de dos mil diecisiete
Acta número ___ de 22 de noviembre de 2017
En la fecha, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la señora Claudia Fernanda Taba Gómez contra el auto que declaró probada la excepción de prescripción propuestas por Marino Velásquez Cardona,  proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 24 de agosto de 2017, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve aquélla, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-002-2008-00099-03.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

La señora María Fernanda Taba Gómez, luego de obtener decisión favorable a sus intereses, consistente en la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo entre ella y el señor Marino Velásquez Cárdenas y la orden a éste de pagar a su favor la suma de $8.039.400 por concepto de prestaciones sociales, así como un monto diario igual a  $13.600 exigibles desde el 16 de mayo de 2006 hasta que se haga efectivo el pago de la obligación, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de la citada providencia.

En virtud a las mediadas de descongestión previstas para la jurisdicción laboral, el conocimiento del asunto fue asignado al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión, despacho que libró mandamiento de pago mediante auto de fecha 23 de enero de 2014 –fl 215 a 219- y ordenó  la notificación personal de la parte ejecutada, una vez se perfeccionaran las medidas previas solicitadas y decretadas en esa misma providencia.

Finalizadas dichas medidas, el expediente retornó al Juzgado Primero Laboral del Circuito, despacho que, ante la presentación de la liquidación del crédito por la parte de la ejecutante, en auto de fecha 21 de noviembre de 2016, se abstuvo de dar traslado de la misma al verificar que el demandado no se encontraba notificado e instó a la parte interesada a proceder con dicha actuación en orden a dar continuidad al proceso, si así lo consideraba pertinente.

El día 9 de diciembre de 2016, le fue notificado personalmente el señor Marino Velásquez Cárdenas el auto que libró mandamiento de pago, concediéndole el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 16 de enero de 2017, formuló como excepciones las de “Pago parcial de la obligación” y “Prescripción extintiva del título ejecutivo”.

En audiencia celebrada el 24 de agosto de 2017, el juzgado de conocimiento declaró probada la excepción de prescripción propuesta por la parte ejecutante, al verificar que la notificación personal del auto que libró mandamiento de pago al ejecutado se surtió 37 meses y quince días después de la fecha de presentación de la solicitud de ejecución, por lo que no logró interrumpir el fenómeno prescriptivo con la presentación de la acción ejecutiva, el cual comenzó a correr una vez quedó ejecutoriada la sentencia de segunda instancia proferida por esta Corporación. 
Consecuente con esa decisión, se ordenó el levantamiento de las medidas cautelares, dispuso la entrega de los dineros embargados al ejecutado, el archivo del expediente y la condena en costas en contra de la señora Taba Gómez.
Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la recurrió trayendo a colación una decisión de esta Corporación proferida en el año 2013, donde se precisó que la prescripción de las obligaciones contenidas en una sentencia proferida dentro de un proceso ordinario laboral, ante la ausencia de norma que regule el tema, por integración normativa se contabiliza conforme lo establece el artículo 2512 del Código Civil, esto es en cinco (5) años.
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Operó el fenómeno prescriptivo en el presente asunto?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. PRESCRIPCIÓN 

El artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo y consagra la prescripción trienal para las acciones correspondientes a los derechos allí regulados, contabilizada desde el momento de exigibilidad de las obligaciones.  
En ese mismo sentido, el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social establece ese mismo lapso prescriptivo para las acciones que emanen de las leyes sociales.

Esta misma normatividad regula en el artículo 100 y siguientes el proceso ejecutivo laboral, indicando que éste procede para las obligaciones originadas en una relación de trabajo, que conste en un acto o documento que provenga de un deudor, o que se originen en una decisión judicial o arbitral en firme.
Como puede notarse la especialidad de trabajo tiene consagrada la acción ejecutiva laboral como un procedimiento propio y en ese sentido, ninguna duda debe ofrecer el hecho de que la prescripción que opera en este tipo de procesos, es la consagrada en los artículos 488 del CST y 151 del CPT y SS., sin que sea necesario remitirse a ninguna otra disposición que regule el tema en otra área del derecho.
Ahora bien, cosa muy diferente es que en el trámite de los procesos ejecutivos laborales no se encuentre establecida la forma de interrumpir la prescripción, entendiendo que el reclamo escrito del trabajador recibido por el patrono hace referencia a derechos que todavía no han sido reconocidos por éste y en ese sentido sólo procedería tal interrupción en los procesos ordinarios, siendo entonces del caso, en ese primer evento, acudir al procedimiento civil para llenar ese vacío normativo.

En ese sentido, resulta claro entonces que la interrupción de tal fenómeno debe regirse por las previsiones del artículo 90, que indica que tales efectos se logran con la presentación de la acción judicial, siempre y cuando el auto que la admite sea notificado dentro del año siguiente a la fecha en que esa misma providencia fue comunicada al actor. 

El tema ya ha sido abordado por la Sala de Casación Laboral, en sentencias como las proferidas el 13 de diciembre de 2001, radicación 16725 y el 15 de mayo de 2012, radicación 38504.

En esas oportunidades el superior indicó:
“Sobre la aplicación del artículo 91 del Código de Procedimiento Civil a los procesos laborales precisó esta Sala de la Corte en sentencia del 5 de agosto de 1987, radicado 1334:

“Estima la Sala que el artículo 91 del Código de Procedimiento Civil tiene aplicación en materia laboral, en virtud del artículo 145 del Código Procesal Laboral, según el cual es ineficaz la interrupción de la prescripción cuando el proceso fenece por sentencia inhibitoria (numeral tercero).

“En torno a la prescripción deben distinguirse dos fenómenos jurídicos diferentes a saber: La interrupción y la suspensión. Los códigos del trabajo, sustantivo y procesal, regulan lo pertinente al primer aspecto (arts. 489 y 151), debiéndose acudir a las normas del Código Civil en lo relacionado con la suspensión. Ambas instituciones jurídicas cuentan con regulación propia. En la interrupción el plazo principia a contarse de nuevo y el anterior desaparece. En cambio, en la suspensión se da lugar a un margen de espera en el transcurso del término, de modo que, cuando termina el motivo que originó la suspensión, el cómputo del plazo se reanuda en el punto que había quedado” (Gaceta Judicial No 2429).

“De lo anterior se deduce que la prescripción de las acciones laborales puede ser interrumpida a través de dos mecanismos diferentes y no excluyentes: la extrajudicial, mediante la presentación al empleador del simple reclamo escrito por el trabajador respecto de un derecho determinado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 489 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo y la presentación de la demanda, en los términos y condiciones señaladas por el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, aplicable a los procesos laborales en virtud de lo dispuesto por el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo, interrupción que será inoperante en las situaciones determinadas por el artículo  91 del citado estatuto procesal civil.

“Y precisamente por obedecer a situaciones diferentes, los requisitos que se exigen para la viabilidad de cada uno de esos sistemas de interrupción son distintos, como lo admiten los impugnantes, puesto que sin duda el previsto en las normas laborales está sujeto a menos formalidades, en tanto que el del Código de Procedimiento Civil se halla atado a ritualidades instrumentales.

 “Por lo tanto, si el mecanismo de interrupción que pretende utilizar el trabajador o sus causahabientes es el reclamo escrito extrajudicial, tal situación deberá gobernarse por las normas pertinentes, esto es los artículos 151 del Código de Procesal del Trabajo y 489 del Código Sustantivo del Trabajo; pero si la interrupción del fenómeno prescriptivo pretende derivarse de la presentación de una demanda, en este caso los preceptos pertinentes serán los contenidos en los artículos 90 y 91 del Código de Procedimiento Civil.

“El razonamiento sugerido por los recurrentes según el cual a la presentación de la demanda como medio de interrupción de la prescripción se le aplican las normas de los códigos procesal y sustantivo del trabajo, podría ser viable de no existir los preceptos del Código de Procedimiento Civil que gobiernan precisamente esa situación, pero, adicionalmente, significaría que existe un solo medio de interrupción de la prescripción en materia laboral: la presentación de cualquier reclamo escrito que cumpla con los tres requisitos señalados en aquellos preceptos, interrupción que solo podría, en consecuencia, presentarse por una sola vez, con lo que, desde luego, se estarían restringiendo las posibilidades de provocarla mediante la presentación de demanda, en detrimento y mengua de los beneficiarios del referido mecanismo.

“En consecuencia, no utilizó indebidamente el juez de alzada el numeral 3º del artículo 91 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que esa norma resultaba pertinente a la situación de hecho que estableció, esto es, la presentación de una demanda laboral como mecanismo para la interrupción de la prescripción de la acción laboral iniciada por los demandantes, que concluyó con un fallo inhibitorio.”
2. CAMBIO DE PRECEDENTE RESPECTO AL FENÓMENO PRESCRIPTIVO EN LOS PROCESOS EJECUTIVOS.

Para la antigua conformación de esta Sala de decisión, tenía adoctrinado que la prescripción trienal prevista en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.T. era aplicable a los procesos ejecutivos laborales adelantados para el cobro de una sentencia, toda vez que el origen de las condenas allí impuestas es una relación laboral.
También había desechado la Corporación el argumento consistente en que el término de prescripción en esta clase de proceso es de 5 años acudiendo a las normas del Código Civil, dado que la jurisdicción laboral tiene su propia regulación en la materia sustancia y procedimental como ya se indicó. (Radicación No. : 66001-31-05-002-2003-00182-01 iniciado por FELIX ANTONIO ZAPATA PULGARÍN contra VICENTE EMILIANO CABRERA GÓMEZ – EVA OREJARENA SERRANO.  MP Ana Lucía Caicedo Calderón)
No obstante tener la claridad frente al término de tal fenómeno en los procesos ejecutivos laborales, la Sala cambió su posición al considerarse i) que tanto la prescripción como su interrupción se definen en el trámite de proceso ordinario y no resulta acertado volver sobre el asunto en la ejecución de la sentencia; ii) que los derechos derivados del contrato de trabajo se regulan por las normas laborales, mientras que las obligaciones contenidas en la sentencia, respecto a la prescripción, se disciplinan de acuerdo a lo establecido en el artículo 2636 del Código Civil, modificado por la Ley 791 de 2002, que establece que el término de prescripción de las acciones ejecutivas es de cinco (5) años, pues una cosa es el fenómeno extintivo en sí de los créditos laborales y otra es la consecuencia de la desidia en iniciar la ejecución de la sentencia que los reconoce. (Auto de septiembre 12 de 2014 Radicación No: 66001-31-05-001-2004-00298-01 proceso ejecutivo laboral iniciado por José Fernando Tabares Cortés contra Richard Ramírez Nieto. M.P. Francisco Javier Tamayo Tabares)
Analizado nuevamente el asunto, con la nueva composición de la Sala, se considera preciso retomar la posición inicial, primero porque el desligar la acción ejecutiva del origen de la controversia laboral que dio lugar al título que se pretende cobrar –sentencia-, para permitir que el fenómeno extintivo se regule por lo dispuesto en el Código Civil, es tanto como sugerir que la jurisdicción laboral no es competente para conocer de este tipo de procesos, porque una vez los derechos laborales reconocidos se incorporan en la sentencia, la obligación que de allí se deriva se convierte en una de naturaleza civil, por lo que serían los jueces civiles los que tendrían competencia para estudiar esta clase de asuntos.
Y segundo porque no parece acertado indicar que el fenómeno prescriptivo analizado en el trámite ordinario no puede volver a ser objeto de estudio para la ejecución de la sentencia, pues es claro que al invocarlo en éste último trámite, lo que se busca es poner de manifiesto la tardanza respecto a la solicitud del mandamiento de pago, tal cual ocurre incluso en la jurisdicción civil.
Por lo anterior, esta Sala de decisión No 2º de la Corporación, retoma la postura inicial, toda vez que, como se indicó en el acápite anterior, los artículos 448 del CST y 151 del CPT y SS, consagran la prescripción de tres (3) años para las acciones laborales, dentro de las que, sin lugar a dudas, se cuenta la ejecutiva.

2. DE LA NOTIFICACIÓN DEL MANDAMIENTO DE PAGO EN LOS PROCESOS EJECUTIVOS CUYO TÍTULO LO CONSTITUYE LA SENTENCIA.
El artículo 335 del Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento en que se libró el mandamiento de pago en el presente asunto,  indicaba que para cobrar por la vía ejecutiva las obligaciones contendidas en una sentencia, tales como el pago de una suma de dinero,  la entrega de cosas muebles que no hayan sido secuestradas en el mismo proceso, o el cumplimiento de una obligación de hacer, bastaba que el demandante presentara la solicitud cobro ante el juez de conocimiento para que se adelantara el proceso ejecutivo a continuación y el mismo expediente donde fue dictado el fallo. 

También precisaba esta disposición que el auto que libra el mandamiento de pago sería notificado por estado, si la petición de ejecución era solicitada dentro de los 60 días siguientes a la ejecutoria de la sentencia o a la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso, de lo contrario se notificaría personalmente.

3. CASO CONCRETO

Lo primero que debe decirse es que en este caso la solicitud de ejecución fue presentada por la parte actora el 24 de octubre de 2013, es decir un año 9 y 12 días después de ejecutoriada la sentencia de segunda instancia proferida por esta Corporación el 29 de noviembre de 2011, por lo tanto, es claro que la notificación del auto que libró mandamiento debía surtirse de manera personal y así se dispuso en la citada providencia –fls 215 a 219-.

En ese sentido, para que la prescripción trienal prevista en la legislación laboral fuera interrumpida, conforme las disposiciones del artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, aplicable para el momento en que se dispuso la orden de pago, correspondía a la parte actora notificar al ejecutado a más tardar el 24 de enero de 2015, toda vez que el mandamiento de pago le fue comunicado en esa misma fecha del año inmediatamente anterior, lo cual no hizo sino hasta el 9 de diciembre de 2016.

Así las cosas, como quiera que la sentencia que sirvió como título de recaudo quedó ejecutoriada el 12 de enero de 2012, la prescripción afectó la obligación ejecutada, pues de ésta fecha a la notificación del señor Marino Velásquez Cárdenas transcurrieron 4 años 10 meses y 27 días y en tal virtud el auto impugnado será confirmado en su integridad.

Con esta decisión se recoge la posición de la Sala en su composición inicial y se retoma el precedente establecido en providencia de fecha 13 de septiembre de 2011 donde fuera ponente la Magistrada Ana Lucía Caicedo Calderón; ello respecto a los integrantes comunes a la Sala de Decisión Laboral No 2.
Costas en esta instancia estarán cargo de la señora María Fernanda Taba Gómez.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 24 de agosto de 2017.
SEGUNDO: CONDENAR en constas a la parte ejecutante en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
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